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SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Cabe señalar que tenemos número para deliberar, pero no para resolver. 


SEÑOR ASTI.- Intentaremos explicar los fundamentos del proyecto de ley que presentamos, junto con 
otros compañeros de mi bancada. 


Este es un tema que, en lo personal, venimos tratando desde el Período anterior, aunque no a nivel del 
Parlamento nacional, sino en el Congreso de Intendentes. Precisamente, en una reunión que se realizó en 
Colonia en diciembre de 2004, el Congreso de Intendentes designó una Comisión de Técnicos sobre diversos 
temas, pero en particular para tratar todo lo que tenía que ver con el régimen impositivo, cuyo informe 
aprobó por unanimidad. En esa instancia, planteamos una serie de aspectos de la problemática municipal que 
podían tener tratamiento legislativo. Hacemos hincapié en esto porque en ningún momento tuvimos la 


intención de vulnerar la autonomía departamental en este tema, ya que para nosotros la Constitución es muy 
clara cuando determina que entre los recursos de los Gobiernos Departamentales se encuentran los tributos 
sobre los vehículos automotores. 


Y entre esos aspectos que planteamos al Congreso de Intendentes que deberían tener tratamiento legislativo 
nacional, figuraban los empadronamientos, por ser de interés general, el Certificado Único Municipal, que 
también se convirtió en ley en el Presupuesto Nacional que hoy nos rige, y un tema que está en el debe y que 
hemos planteado en la Comisión de Asuntos Municipales, que es la regulación de la Tasa Bromatológica, 
teniendo en cuenta los fallos adversos que ha tenido desde el punto de vista de sus constitucionalidad, ya que 
varios departamentos han tenido fallos en contra de este tema. 


Los hechos acaecidos en los últimos años respecto a este asunto reavivó en nosotros la necesidad de llevar 
adelante una iniciativa, con esa visión de respetar y asegurar la autonomía departamental. Este proyecto 
busca delimitar esas autonomías de manera tal que respeten las de los demás Gobiernos Departamentales. 


Y en un tema tributario cuyo objeto son los vehículos automotores, que tienen por definición la posibilidad 
de desplazarse de un territorio a otro, tomamos la limitación a la jurisdicción geográfica para asegurar aunque 
parezca contradictorio la autonomía de todos. Si bien esto parece obvio, por algo se han generado todas estas 
discusiones y en la práctica los vehículos se pueden empadronar en cualquier lugar de la República, en 
función de dónde sea más económico. 


Con este proyecto de ley pretendemos dar carácter legal a los acuerdos permanentes que los Congresos de 
Intendentes han realizado desde Paso Severino, es decir, de los últimos diez, doce o quince años, en cuanto a 
los criterios de empadronamiento, ya que luego estos nos son respetados por algunas o varias Intendencias 
por distintas razones. La idea es que el empadronamiento esté vinculado con el domicilio del titular o el 
usuario del vehículo automotor. De ese modo, se respeta el alcance de la autonomía departamental y, al 
mismo tiempo, se pone en juego el interés general. Este interés general está basado en, precisamente, la 
regulación de la circulación vehicular. Así como la ley de seguridad vial ya establece, entre otras cosas, la 
necesidad de que los vehículos estén debidamente matriculados y que los conductores y los propietarios estén 
debidamente registrados, y remite a la autoridad competente la emisión de las matrículas, este proyecto 
procura determinar quién es la autoridad competente que en materia legal puede y debe emitir la 
matriculación correspondiente. 


También es de interés general que este registro, que ya está creado por leyes anteriores, tenga una real 
eficacia, por todo lo que tiene que ver con los riesgos que implica el uso de un vehículo automotor, 
indebidamente señalizado por su matrícula, ya sea para el caso de accidentes de tránsito o de la posibilidad de 
cometer delitos con ese vehículo, sin que haya un real control. Esto se fundamenta en lo que cada uno de 
nosotros puede ver en la circulación de vehículos en cualquier departamento del país: existen matrículas 
totalmente fuera de vigencia, más allá de que no pertenezcan a ese departamento en particular. Creo que 
todos hemos podido apreciar todos más o menos conocemos las características de las matrículas de los 
distintos departamentos vehículos que exhiben chapas que puedan considerarse vigentes. 


El proyecto atiende esa problemática, fijando por ley las condiciones para que sean válidos los 
empadronamientos en el departamento en que esté domiciliado el propietario o el usuario luego analizaremos 
en detalle en qué casos unos y en qué otros de manera fehaciente y que eso permita que los acuerdos 
permanentes del Congreso de Intendentes ahora tengan fuerza legal. 


Todos sabemos que el Congreso de Intendentes, tal como se establece en el Constitución de la República, 
tiene solo efecto coordinador y carece de potestad sancionatoria, inclusive con respecto a sus propios 
integrantes, para definir en estos temas. 


Entonces, basado en la interpretación de la autonomía municipal y en el interés general, este proyecto busca 
solucionar este problema, para determinar dónde deben ser empadronados los vehículos automotores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde recordar que hubo un planteamiento de convocar al Congreso 
de Intendentes a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, 
integrada con la de Asuntos Municipales y Descentralización. 


SEÑOR LACALLE POU.- En primer lugar, celebro que hoy estemos reunidos; parece mentira que 
uno tenga que esperar que un partido se levante de su letargo, se ponga de acuerdo si se viola o no la 
Constitución, que firme un proyecto, para que recién ahí crea que es importante solucionar un 
problema que tiene muchos años. Me refiero a un proyecto que fue presentado en diciembre de 2000. 
Consta a los miembros de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
que hace más de dos meses que estamos pidiendo que se trate esto. 


Celebro que el señor Diputado Asti haya presentado este proyecto porque, por lo menos, hará que el tema se 
trate. Por supuesto, me parece que el proyecto presenta un sinnúmero de errores y de asuntos en los que no 
conviene legislar. También celebro que el señor Diputado Asti haya dicho acá que cada uno puede 
empadronar donde quiera, y esta versión taquigráfica habría que mandársela a la Intendencia Municipal de 
Montevideo, sobre todo a los inspectores de la División Tránsito, que están saliendo a cazar gente hace varios 
meses. Entonces, todo lo que está pasando hoy es positivo. 


Lo que no entiendo y por eso voy a tener que tirarle de la oreja es por qué no se establece una mecánica. A 
pesar de que se hubiera presentado un proyecto ocho años antes que este y mientras se pedía que se 
convocara al Congreso Nacional de Intendentes aparece un Diputado y presenta su proyecto sin coordinación 
previa. Me disculpará el señor Diputado Asti a quien respeto como colega, y tiene los mismos derechos y 
obligaciones, pero quiero decirle que esto debe tener un orden, y el orden ya que no podemos calificar de 
bueno o malo a los proyectos debería ser al menos el de llegada, y después se tendría que establecer un 
mecanismo. No podemos discutir esto sobre la base de uno u otro proyecto. Yo no estoy dispuesto a hacerlo 
así, y no voy a ceder la derecha en este sentido porque un partido político sea la mayoría o la minoría. Me 
gustaría que se estableciera la forma de trabajo, y que los proyectos se fueran a considerar en igualdad de 
condiciones. Me parece bien que se recurra a la vieja y querida "sábana" en el caso de los proyectos 
compartidos. Por lo tanto, no estoy dispuesto a tratar como base el proyecto recientemente presentado, 
después del letargo del Partido de la coalición de Gobierno en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere dejar constancia, en primer lugar, de que el señor Diputado 
Hernández se retiró de Sala, en virtud de que ejercerá la Presidencia de la Cámara y tiene que asistir a 
la coordinación; me pidió expresamente que este retiro no se interpretara como un desinterés o 
expresión de voluntad en uno u otro sentido. 


En segundo término, debe quedar claro que cuando yo realicé la convocatoria coordinada, precisamente, con 
el Presidente de la Comisión de Asuntos Municipales y Descentralización puse en el orden del día los 
proyectos de ley existentes, por su orden. Ahora, esto no evita que un Diputado fundamente lo que quiera, 
pero sí corresponde que esta Comisión defina si previamente hará alguna convocatoria o se informará acerca 
de la opinión de instituciones o personas que no integran esta Comisión respecto, me imagino, de los dos 
proyectos presentados, independientemente de sus fechas de presentación, porque ambos tratan la misma 
materia, aunque de distinta manera. 


Asimismo, quiero aclarar que esta Comisión integrada es la que debe resolver la convocatoria del Congreso 
Nacional de Intendentes. Es decir, este tema no figura porque sí, sino porque ninguna de las dos Comisiones, 
que hoy se integran, se pronunciaron. Además, no tenemos quórum para resolver, por lo que sería posible, en 
caso de que acordemos razonablemente que el Congreso Nacional de Intendentes debe comparecer, que yo en 
mi calidad de Presidente coordine esta visita para la próxima sesión. 


SEÑOR BOTANA.- El artículo 297 de la Constitución establece cuáles son las fuentes de los Gobiernos 
departamentales, y es clara al afirmar que serán decretados y administrados por estos. Además, 
enumera las fuentes de recursos, de acuerdo con su importancia fijando la importancia de algunos, al 
momento en que este articulado fue introducido por primera vez en la Constitución de la República. 


El numeral tercero establece: "Los impuestos establecidos con destino a los Gobiernos Departamentales y los 
que se creen por ley en lo futuro con igual finalidad sobre fuentes no enumeradas en este artículo". Tal es el 
caso que creó la Ley N* 9.515 y los ingresos provenientes de la recaudación por patentes. Por lo tanto, 
estamos hablando de una materia que es eminentemente departamental, que es de recaudación municipal, de 
la que no se puede separar montos ni condiciones de los tributos. El tributo es, en monto y condiciones, 


departamental, por lo tanto creo que no es para nada acertado que el Parlamento invada el campo jurídico de 
lo departamental. 


El señor Diputado preopinante hablaba de algunas circunstancias de incumplimiento o de incomodidad que 
genera el hecho de que haya vehículos empadronados en determinadas localidades y circulen con sus 
patentes atrasadas, etcétera. De incumplimientos está plagado el mundo, y en lo departamental y en lo 
nacional también, de faltas de atención en los hospitales, etcétera. Ahora, ese incumplimiento no justifica la 
invasión del campo jurídico del departamento en este caso. Entonces, creo que como legisladores tendríamos 
que ser muy cuidadosos de no invadir este campo. Además, la Constitución de la República es absolutamente 
clara cuando habla de fuentes de recursos que pueden ser reguladas desde lo nacional, por ejemplo la 
contribución inmobiliaria rural que es un impuesto nacional o tributo nacional de recaudación departamental, 
así lo establece claramente el artículo 297 de la Constitución de la República en el numeral primero. Para lo 
demás no dice nada y si no dice nada es porque la fuente es departamental y no puede el Poder Legislativo 
nacional invadir ese campo. 


Creo que la Constitución es bien clara al decir que serán decretados y administrados por los Gobiernos 
Departamentales, los que fije la ley. La ley fijó a la patente como un recurso departamental y la Constitución 
dice que serán decretados y administrados. 


Entonces, mal podemos ponernos a trabajar en estos proyectos que además tienen algunas imperfecciones, 
generan algunos encarecimientos a la hora de hacer el trámite del empadronamiento, mayor actividad del 
Estado y demoras innecesarias en el trámite. Hay un sistema de litigios cruzados que generarían el final del 
Congreso de Intendentes como institución, que es de coordinación. ¿Se imaginan lo que sería convivir en una 
mesa donde uno le hace juicio al otro para recuperar dineros que ya gastó? Es bastante difícil. 


El artículo 9” de este proyecto que presentan los señores Diputados Bernini, Pereyra, Asti y Yanes, tiene una 
interpretación muy forzada del artículo 262 de la Constitución. Dice: "Declárase de interés general que de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 262 de la Constitución de la República el Congreso de Intendentes 
pueda fijar montos máximos y mínimos de los impuestos sobre vehículos automotores con los alcances 
previstos en la presente ley". Esto estaría atrayendo a ser materia nacional algo que es materia absolutamente 
departamental. Estaría justificando la invasión del Congreso de Intendentes en los departamentos. El 
artículo 262 de la Constitución dice otra cosa. Establece que el Congreso de Intendentes puede coordinar 
acciones conjuntas con los departamentos y con los Ministerios. Eso es lo que dice el artículo 262 de la 
Constitución, pero esto estaría hablando de una suerte de gobierno federal aunque, como blanco, me encanta 
la idea de un gobierno federal; acá ustedes están resolviendo cuestiones de los departamentos a través de la 
suma de voluntades de los distintos gobiernos departamentales e inmiscuyéndose en cuestiones que son de 
los propios departamentos. 


Sinceramente creo que tratar estos proyectos es lo más inconveniente que vamos a hacer desde el punto de 
vista legal. Pero además voy a decir otra cosa: este tema de las patentes no tiene solución y no es inteligente 
meterse en temas que no tienen solución. La única solución para este tema vendrá el día que las patentes sean 
sustituidas como fuente fundamental de recursos de los Gobiernos Departamentales, si no siempre vamos a 
tener problemas sobre la fijación de domicilio, sobre las exigencias de empadronamiento aquí o allá, temas 
que son de los departamentos, de cómo quieran fijar sus patentes, de si algún departamento decide por 
criterio particular que en vez de fijarlo de acuerdo al valor del vehículo sea de acuerdo a cómo rompe el 
vehículo la calle, de acuerdo a su peso o su masa circulando por las calles. 


O sea que eso es cuestión de los departamentos, por lo que no deberíamos de modo alguno invadir este 
campo. El tema es hoy importante porque esto, que no era una fuente importante de recursos, se ha 
transformado en eso. Entonces, lo que podemos hacer es servir como mediadores en todo caso para sustituir 
esta fuente como fundamental de los recursos de los Gobiernos Departamentales. Creo que se podrían utilizar 
otras fuentes algunas vinculadas al nivel de actividad o al nivel de ventas, que seguramente son muy 
aproximadas a los montos que de estas fuentes se pueden originar para los departamentos. 


Creo que por lo legal y por cuestiones de conveniencia lo peor que podemos hacer es meternos en este 
campo. Dolores de cabeza tendrá bastante el campo de lo municipal después de esta invasión del Poder 
Legislativo en sus asuntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos proyectos de ley presentados en distintas fechas y con una regulación 
distinta del aspecto referido a la residencia o domicilio de quienes empadronan los vehículos, sean 
personas o empresas. 


Se ha hecho un planteo de orden de tratamiento de los proyectos de ley en función de su fecha, de acuerdo a 
la acotación que me hace el señor Diputado Lacalle Pou. Quiero que la Comisión tenga presente que estamos 
considerando los dos proyectos de ley de acuerdo al orden de presentación, pero en mi opinión diría que la 
materia es casi la misma. 


Por supuesto, hay que considerar lo que expresó el señor Diputado Botana porque creo que es un punto muy 
profundo a considerar. 


SEÑOR BERNINI.- Quizás esta intervención esté a destiempo; cuando me anoté para hacer uso de la 
palabra mi intención era tratar de dar una mano, sobre todo porque en determinado momento ejercí la 
Presidencia de la Comisión, este tema estaba planteado y tratamos de ser lo más ecuánimes posible en 
el trabajo para representar la voluntad de los legisladores que participan de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Simplemente, y asumiendo el riesgo de 
caer a destiempo porque ya se ingresó en el contenido, creo que igual vale la pena mi intervención, 
para apoyar de alguna manera el criterio planteado por el señor Presidente. 


Les recuerdo que es cierto que el señor Diputado Lacalle Pou planteó la posibilidad de convocar al Congreso 
de Intendentes para comenzar a tratar el proyecto presentado por él y por el ex señor Diputado Berois 
Quinteros en el período anterior. Desde ese momento nosotros nos comunicamos con el Congreso de 
Intendentes y logramos coordinar una fecha de visita. El problema es que, lamentablemente y por razones 
entendibles aunque no las explicaron, nos comunicaron en el momento que no concurrían. Ahí íbamos a 
iniciar el debate y de la mejor manera, de acuerdo con mi punto de vista. 


No estamos ante un problema de orden cronológico en el tratamiento de los proyectos o de quién tiene la 
mayoría para empezar a analizarlos. Creo que está planteada una materia y, más allá de que consideremos 
que no tenemos capacidad de resolverla o que sí debemos tenerla, el tema está instalado a nivel nacional, y 
no por el Parlamento sino por el propio Congreso de Intendentes. Este tema está vivo, está presente y puede 
generar discrepancias, inclusive, en cuanto al comportamiento de determinadas intendencias municipales. Lo 
decía el señor Diputado Lacalle Pou: la de Montevideo no es la única Intendencia que ha salido a controlar 
ese tipo de realidades. Es decir que ni siquiera podemos asumir que es un problema de color político, sino 
que corta horizontalmente la realidad. Por encima de la divisa política, yo me pongo en el lugar de los 
Intendentes Municipales y cada uno va a querer defender aquello para lo que fue elegido y representar bien a 
la gente que le dio el voto popular. Ese es el caso de Tacuarembó, que puedo comprender. También me puedo 
poner en el pellejo del Intendente de Colonia o del que sea. 


Podemos asumir como Parlamento que este tema lo tenemos que discutir en Comisión con un criterio 
cronológico, o bien que la mayoría defina qué proyecto va tratar primero o decir que es tan complejo, 
delicado y horrible para resolver que directamente no nos metemos en él y que este país no va a tener una 
racionalidad en lo que refiere al empadronamiento y las patentes. 


Creo que lo que tenemos que tratar es la materia en cuestión. Es público y notorio que ha surgido una 
inquietud del Congreso de Intendentes y nosotros tenemos que lograr que se canalice. Esa fue la intención en 
el momento en que yo ocupaba la Presidencia, más allá de que hubiera uno, dos o tres proyectos. Es más, 
estaba a punto de ingresar en el Senado no tengo por qué ocultarlo un proyecto de la Senadora Topolansky y 
yo hablé personalmente con ella para tratar de convencerla o persuadirla y ponernos de acuerdo sobre dónde 
se trataría, a fin de ir todos a ese único lugar, para evitar una competencia del lugar, de quien lo presenta o de 
quién lo deja de presentar. Dentro de las posibilidades, debemos buscar el mayor consenso posible. De no 
lograrlo, las reglas de juego democráticas son muy claras. 


Lo que quería dejar de manifiesto era la voluntad política en el momento en que nos tocó ocupar la 
Presidencia a los efectos de dar un tratamiento lo más responsable y racional posible al tema. Yo me 
pronuncio en ese sentido. 


Creo que este tema está instalado, que hay que tratarlo, que hay que convocar y consultar nuevamente al 
Congreso de Intendentes para que venga a darnos sus aportes; que hay que tener como insumo las 
conclusiones de la Comisión que el señor Diputado Asti mencionaba que se creó el Período pasado y la 
documentación que el Congreso de Intendentes haya recabado en esta última etapa. Son todos insumos que 
nos deben servir. 


Ojalá que podamos llegar a la conclusión de que el proyecto es la síntesis posible de la mayor cantidad de 
voluntades atrás de una definición. Para mí ese sería el mejor esquema de trabajo de la Comisión y lo mejor 
que podríamos hacer. 


Insisto en que esto trasciende los partidos políticos. Es un problema que recorta horizontalmente la realidad 
del país, de acuerdo a dónde le toque a cada uno. Porque para algunos el ingreso de las patentes es el 50% del 
presupuesto municipal y para otros es el 7%. Eso también lo debemos ponderar a la hora de buscar 
alternativas de solución, sin invadir la autonomía municipal ni departamental, pero asumiendo claramente 
que no podemos ocultar el sol con la mano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Asumo que precisamos diez votos para tomar decisiones pero que hay un 
consenso general acerca de la conveniencia de que el Congreso de Intendentes... 


(Interrupciones) 


——— Pero no estaba decidido en el ámbito de las dos Comisiones integradas. 
SEÑOR ORRICO.- Comenzaré con una digresión. 


Gracias a la gentileza del señor Diputado Lacalle Pou, la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración me dio la posibilidad de informar un proyecto de ley que designa como Eladio 
Dieste la Ruta N* 11 en la zona que une la Ruta N* 5 con la Interbalnearia. Y Dieste decía una cosa que me 
parece que viene al pelo: cuando la teoría se choca con la realidad, a veces es porque no hay suficiente teoría. 
Creo que es así. Antes de eso Lenin decía que no hay práctica revolucionaria sin teoría revolucionaria. Y 
antes que Lenin, lo dijeron muchos otros. 


Entonces, creo que lo primero es establecer el marco teórico en que tiene que desarrollarse la discusión. De 
otra forma, jugamos tan empíricamente que perdemos de vista qué es lo que estamos discutiendo y para qué. 


La República Oriental del Uruguay tiene una división administrativa en diecinueve departamentos que, según 
la Constitución, están gobernados por un Intendente y la Junta Departamental. Quiere decir que esos 
departamentos, como tales, son unidades de administración y de gestión. Son unidades administrativas con 
sus potestades establecidas constitucionalmente en la mayoría de los casos y en otros por la Ley Orgánica 
Municipal. Dentro de su competencia, esos departamentos crean leyes que en sentido teórico lo son, aunque 
se les llame decretos. Son leyes en la medida en que tienen esa fuerza dentro de su jurisdicción. Cuando una 
Junta Departamental dicta eso que se llama decreto, en puridad estamos ante una ley con el alcance de la 
división administrativa que la Constitución establece. 


Esa unidad administrativa que es un departamento tiene un sistema de financiación. Es clarísimo que esa 
administración municipal necesita ingresos y que no pueden ser de cualquier tipo. Esos ingresos son 
limitados, no en cuanto a los montos parcialmente sí sino en cuanto a la naturaleza de los tributos a los cuales 
puede echar mano un Gobierno municipal para financiar las actividades que la Constitución y la ley le 
indican como propias. Me parece que este es el camino de ingreso a esta situación. 


El numeral 6%) del artículo 297 de la Constitución habla de los impuestos a los vehículos en general, lo que 
todos denominamos patente. ¿Quién fija el monto de la patente? No cabe duda de que lo fija cada Intendencia 
Municipal. De otra manera, se estaría desnaturalizando lo que la Constitución quiere: esta forma de 
descentralización. 


Entonces, no puede haber ninguna ley que fije el tributo en forma nacional. No es posible. 


La segunda cuestión que debemos tener clara es la siguiente. Cuando se pregunta por qué la Intendencia A 
cobra determinado monto de patente y la Z uno diferente, en realidad, el asunto está mal planteado. Porque si 
las Intendencias son unidades administrativas, la cantidad de recursos que una Intendencia quiera absorber en 
razón del pago de la patente de vehículos, dependerá de cada una de ellas. Pondré un ejemplo muy notorio: se 
tiende a pensar que la Intendencia de Maldonado debe tener ingresos territoriales proporcionalmente mucho 
más altos que los de otros lugares del país, por la sencilla razón de que tiene una Contribución Inmobiliaria 
muy alta. De todas maneras, una Intendencia podría decir: "Voy a fomentar que se concentre la construcción 
en determinado lugar, porque ahí están todos los servicios, vamos a centralizar todo, y entonces a esta gente 
no le voy a cobrar contribución inmobiliaria, pero como de algún lado tengo que sacar recursos, lo que voy a 
hacer es aumentar la patente de los vehículos". ¿Puede hacerlo o no? Claro que puede hacerlo. Eso forma 
parte de las decisiones políticas que cualquier unidad administrativa puede resolver aquí y en cualquier parte 
del mundo. 


Entonces, primero, no se puede fijar por ley la patente. Segundo, no es un buen razonamiento esto es 
fundamentalmente para la prensa, que lo hace de manera frecuente cuestionar por qué un auto paga más acá 
que allá. Eso sería válido si el país no tuviese una descentralización, pero como el país la tiene, entonces no 
es válido, porque cada unidad administrativa determina cómo distribuye sus recursos. 


Si esto es así, si hay unidades administrativas que son los departamentos, si cada departamento determina 
cómo se establecen sus recursos, si esos recursos son limitados porque la Constitución les dice "Esto y esto, 
esto otro no", entonces va de suyo que cada patente debe responder al lugar donde el individuo tiene su 
domicilio, sin perjuicio de que es muy claro que el Derecho positivo uruguayo admite la pluralidad de 
domicilios. 


Pero además, vamos a decir esto muy claramente: el problema no es quienes tienen pluralidad de domicilio. 
No es significativo el número de vehículos que podrán estar empadronados en más de un departamento si el 
criterio que se aplica es el del domicilio. Reitero: ese número no es significativo. Yo podría decir: "Yo tengo 
domicilio en Maldonado", ¿pero cuántos hay en esa situación? Es estadísticamente insignificante. 


Entonces, si va de suyo que cada departamento reciba determinados ingresos, ¿esos ingresos de quiénes son? 
Son de los lugareños; no pueden ser de otro lado. Porque de otro modo y razonando por el absurdo, yo podría 
estar en condiciones de decir: "Yo no quiero pagar la Contribución Inmobiliaria de Montevideo. Voy a pagar 
la Contribución Inmobiliaria de Artigas. ¡Explíquenme por qué un terreno de quinientos metros cuadrados en 
Artigas paga mucho menos que un terreno de quinientos metros cuadrados en Montevideo!" Ese sería el 
razonamiento que hacen los que preguntan por qué un Volkswagen en Artigas no paga lo mismo que uno en 
Montevideo. Es el mismo; la única diferencia es que el Volkswagen se mueve. ¿A alguien se le podría ocurrir 
pensar que yo puedo decir: "Yo no voy a pagar esta Contribución Inmobiliaria; voy a pagar la de Durazno, 
porque un terreno que vale U$S 10.000 en Durazno paga $ 5 y en Montevideo paga $ 50"? ¿A alguien se le 
podría ocurrir que eso es así? No; sería un disparate. Bueno, con los vehículos es lo mismo. Además, se 
supone que lo que se recauda es fruto de lo que marca la Constitución a las Intendencias. 


Entonces, si esto es así, no hay ningún problema, no nos metemos con ninguna Intendencia, no traicionamos 
ninguna autonomía si nosotros, por vía interpretativa, interpretando la Constitución competencia que es 
exclusiva del Parlamento decimos: "Cuando nos referimos a patentes, nos referimos a personas domiciliadas 
en el lugar donde el vehículo está patentado". Con eso no estamos quebrantando en absoluto el texto 
constitucional y el contexto constitucional, que es muy claro. 


En consecuencia, creo que el Parlamento tiene que encarar esta situación. Considero que el Parlamento tiene 
que dejar claro que los tributos son del lugar donde se reside porque, de otra manera, se estaría traicionando 
el sentido descentralizador que tiene la Constitución. Además, cuando alguien dice: "A mí me meten la mano 
en el bolsillo porque en tal departamento pago tanto y en donde yo estoy pago cuatro veces más". En 
realidad, el que te está metiendo la mano en el bolsillo es el que te está cobrando siendo que vos no vivís allí, 
porque ese a vos no te da nada, absolutamente nada. Ese está en una unidad administrativa que no roza en 
absoluto tu gestión. 


En conclusión, yo no me voy a meter en este problema de cuál va primero y cuál va segundo; yo creo que por 
lo menos aquí siempre se actuó de tal manera que todos los proyectos están, se trabaja con todos y no hay 
problemas. Naturalmente, después la mayoría decide a cuál toma, pero eso no significa ningunear en el 
comienzo ningún proyecto. 


Considero que hay que llamar al Congreso de Intendentes; me parece un insumo imprescindible. Pero 
también estoy convencido de que el Parlamento tiene su que ver acá. Debemos interpretar la Constitución no 
forzadamente, porque yo pienso que aun sin ley habría que interpretar esto que he dicho: se paga en el lugar 
donde uno vive. Eso es clarísimo, si no, no hay descentralización posible. Pero si la interpretación que 
estamos haciendo va en una forma absolutamente armoniosa con lo que establece la Constitución, 
trabajemos. Acá no fijamos el monto, estamos diciendo qué es lo que establece la Constitución cuando dice 
que el tributo de la patente es una de las pocas fuentes de ingreso que tienen los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR ASTI.- Quizás el hecho de que estemos en una Comisión integrada nos haga a veces tener 
distintos criterios con respecto a cómo se organiza el debate y el orden del día, aunque somos 
conscientes de que el Presidente nos dijo que no estamos con el quórum suficiente como para tomar 
resoluciones. 


También di por sentada la invitación al Congreso de Intendentes porque así se me trasmitió por parte de otros 
compañeros. Se me dijo que ya había sido planteada para la reunión anterior, pero no pudo comparecer; ya se 
habrá disculpado por esa inasistencia. 


No detallé el proyecto de ley que presentamos; como recién fue formulado y no tenía siete u ocho años de 
vigencia, pensábamos hacer una presentación del tema porque no entré en el análisis del articulado. Además, 
se da la paradoja de que los dos proyectos presentados utilizan el mismo instrumento para definir este 
problema aunque creo que con finalidades distintas, que es el del domicilio. Esto no es novedad porque, 
como dije anteriormente, eso es lo que ha intentado hacer el Congreso de Intendentes desde hace diez o 
quince años. Las resoluciones han sido muchas. Por ejemplo, tengo en mi poder una resolución que aparece 
en la 51a Sesión Ordinaria del Congreso de Intendentes celebrada el 31 de enero de 2008. Entre otras cosas, 
ratifica los criterios tomados en una resolución anterior en diciembre de 2005, y uno de los temas fue el 
relativo al domicilio. En una de las más extensas formulaciones sobre este tema establece lo que hoy tanto el 
señor Diputado Orrico como nosotros y como seguramente piensa el señor Diputado Lacalle Pou entendemos 
necesario, que es que debemos legislar al respecto. 


No creo de recibo que esto afecte la potestad de los Gobiernos Departamentales, de decretar o administrar el 
tributo como manda la Constitución. Precisamente, en base a eso fue que excluimos cualquier referencia al 
tema de la fijación. Coincidiendo totalmente con lo que decía el señor Diputado Orrico, no creemos que el 
problema esté radicado allí, sino en que ha habido incumplimiento de los acuerdos formulados 
reiteradamente en el Congreso de Intendentes con respecto al tema del domicilio. 


Si el Congreso Nacional de Intendentes no tiene facultades imperativas con respecto a sus propios integrantes 
en cuanto a hacer cumplir sus acuerdos, debe hacerlo por la vía legal. Este es un tema que tiene antecedentes. 
Recién me referí a la Ley N” 18.191 relativa a la seguridad vial, en la cual se establecen condiciones en 
particular con respecto a cómo debe ser el número, el registro, la placa. Esta ley, en su Anexo, establece qué 
organismo lo debe emitir, o sea, la autoridad competente que mantenga vigente un registro en este sentido. 


Creo que acá hay un interés general además de la interpretación que hizo muy bien el señor Diputado Orrico 
en que el Parlamento pueda legislar al respecto. 


Por último, quiero hacer una aclaración. Al inicio de la reunión, un señor Diputado preopinante pidió que se 
dejara constancia de que yo había dicho que se cree que se puede empadronar en cualquier departamento. Sí, 
yo quiero que quede constancia de que eso es una creencia que viola el espíritu de la descentralización y, por 
lo tanto, obliga a distintos Gobiernos Departamentales a actuar en consecuencia. Yo creo que no se debe. 
Además de no haber norma legal departamental para poder hacerse, creo que se está facilitando, 
fundamentalmente por parte de quienes incurren en esa responsabilidad desde Administraciones de algunos 
Gobiernos Departamentales, la violación ética no podemos decir legal, porque quizás no existe ley de los 
acuerdos formulados en el Congreso Nacional de Intendentes con respecto al domicilio, y me remito a las 
precisiones que los Congresos Nacionales de Intendentes hacen en cada una de las reuniones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer uso de la palabra yo. 


Acá se cruzan varios aspectos que tienen que ver con la materia departamental y, además, con las relaciones 
entre lo nacional y lo departamental. Más allá de que uno pueda o no compartir el proceder de los Intendentes 


en el marco del Congreso Nacional de Intendentes, lo cierto es que ellos no pueden disponer en ese ámbito, 
que es de mera coordinación de materias que requieren aprobación de su respectiva Junta Departamental, y 
ese es el punto. Ahí es donde llega el límite de aquellos Intendentes que han acordado en ese ámbito llevar 
esos acuerdos a sus respectivos ámbitos legislativos, la Junta Departamental, y después no se concretan. Creo 
que es bueno recordar que esos acuerdos también se refieren a valores, a plazos y a mecanismos de 
cooperación para evitar que uno pueda empadronar de manera autónoma en una Intendencia, sin considerar 
los antecedentes de ese vehículo en otro ámbito. 


El tema central acá, a pesar de que comparto totalmente lo que dijo el señor Diputado Orrico, son los valores. 
Si los valores fueran iguales en todos los departamentos, este tema no estaba arriba de la mesa. 


Los Gobiernos Departamentales tienen una materia definida por dos aspectos: uno territorial límites físicos 
definidos en la división política del territorio y otro, una materia sustantiva valga la redundancia, que a su vez 
define los aspectos tributarios. O sea, la potestad tributaria que tienen los Gobiernos Municipales con alguna 
excepción en cuanto a fijación de su monto por la contribución inmobiliaria rural, más el adicional que no es 
fuente departamental en caso de que este u otro inciso establezca cuál es el alcance de ciertos tributos que la 
ley nacional puede extender está relacionada con la materia. Ahí también hay gente que discute que el 
domicilio sea el criterio único para establecer el empadronamiento. Eso está reconocido implícitamente en el 
proyecto de ley de los Diputados del Gobierno, que establece el lugar donde circula el vehículo como uno de 
los criterios posibles de empadronamiento. Esto es lógico, porque la potestad tributaria del Gobierno 
Departamental está establecida por la materia municipal de arreglar las calles. Básicamente es eso. 


El proyecto del señor Diputado Lacalle Pou también establece que sea el domicilio o el lugar donde la 
persona trabaja. ¿Qué quiere decir esto? Que hay algunas situaciones en las cuales la persona está 
domiciliada en un lugar, pero tiene un vehículo con el cual circula en otro departamento por razones distintas 
a su domicilio. Puede haber una persona que tiene el hábito de trasladarse en el transporte público desde un 
departamento hacia otro y en ese otro departamento, sin tener su domicilio, desarrolla un trabajo de tipo 
técnico, deja el auto en el pueblo y de allí va a un establecimiento rural donde cumple una función laboral. 


Esas hipótesis están. Entonces, no es tan claro que el domicilio sea el único criterio por el cual la 
Constitución naturalmente define la potestad de empadronar y cobrar tributos de las Intendencias 
Municipales. Eso está claro en el proyecto de ley del señor Diputado Lacalle Pou y en el otro proyecto, ya 
que ambos establecen el lugar de trabajo y el lugar donde circule el vehículo. Por supuesto que eso da lugar a 
algunas ideas que son inconstitucionales, por lo que habrá que establecer algunos mecanismos que permitan 
la recaudación en base a la detección de dónde circula el vehículo, como los combustibles. Este no es un 
tema simple. 


SEÑOR ORRICO.- Existe el concepto de domicilio laboral. Inclusive, cuando uno se presenta en un 
Juzgado de Familia y va a pedir una retención de una pensión o va a notificar una determinada 
providencia en el Juzgado de Familia o donde sea, frecuentemente pone tal dirección y el domicilio 
laboral del demandado. De manera que el concepto existe y creo que está bien. Por eso yo hablaba de 
pluralidad de domicilios. Puede haber pluralidad de domicilios, pero lo que digo es que gente con 
pluralidad de domicilios no es mucha, no es estadísticamente significativa y no le complica la vida a 
ningún Intendente aceptar cosas de este tipo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero aclarar dos o tres cosas, porque empezamos a mordisquear la idea o 
el proyecto por la periferia y sin entrar en el articulado. Recordemos que esto no es ni una tasa ni un 
precio; esto es un impuesto, o sea, que no debe traer aparejada una contraprestación. La circulación, 
donde rompe calle, donde no rompe calle, en este caso, no tiene absolutamente nada que ver; esto es un 
impuesto. Si no, tendríamos que hablar de la tasa o de la voluntad del precio; esto es un impuesto. 


Lógicamente, uno tiende a pensar que es donde rompe, pero cuando se habla de impuesto, los que conocen 
un poco de Derecho Tributario que han estado en la Administración saben que te cobran por cobrarte, es el 
impuesto que más duele, porque ni siquiera lo ves. 


El criterio de circulación es de muy difícil comprobación. Acabo de escuchar que alguien habló de los 
visitadores médicos. El criterio de circulación es inviable. Cada vehículo tendría que tener un GPS para ver 
cuántos kilómetros hace el dueño en Cerro Largo, en Tacuarembó; es inviable. Yo estoy en un 99,99% de 


acuerdo con la intervención del señor Diputado Orrico. Ahora me voy a referir a la parte con la que no estoy 
de acuerdo. 


Él dijo que si no existe ley, igualmente debería ser lo que nosotros creemos que vamos a aprobar, es decir, un 
lugar donde se empadrone. No; existen los artículos 8” y 10 de la Constitución. Hoy, la gente puede 
empadronar donde quiera; será prolijo o no, pero hoy puede empadronar donde tenga ganas, donde más le 
plazca. 


SEÑOR ORRICO.- Que conste que yo no estoy de acuerdo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Precisamente, estoy haciendo referencia a la parte en la que no estamos de 
acuerdo. Cuando yo hablé ya constaba que no estábamos de acuerdo. 


Por otro lado, como es un impuesto, no solo se trata de un tema de valor, sino de administración. Hay 
Intendencias que tienen pocos funcionarios, un presupuesto equilibrado, no pierden juicios millonarios, 
etcétera, y pueden cobrar una patente determinada. Hasta es por un criterio objetivo: hay departamentos que 
son más chicos, tienen menos empleados en las plantillas y pueden cobrar menos. Reitero: no se trata 
solamente de un tema de valor, sino de administración. 


Cuando se dice domicilio, no se refiere pura y exclusivamente a una de las definiciones. Hay varios 
domicilios, uno puede tener varios domicilios a la vez. Una cosa es el lugar donde uno vive, donde tiene 
ánimo de permanencia; esa es otra definición jurídica, no es la que nosotros queremos dar. Si bien es la que 
originariamente se ha afirmado en este proyecto, nosotros estamos bregando por que se utilice el término 
domicilio con un criterio amplio. El señor Diputado Orrico ponía un ejemplo: una persona que vive en 
Canelones, trabaja en Montevideo y veranea en Rocha. Esa persona puede tener tres domicilios. Existe un 
sinnúmero de casos. Puedo estar de acuerdo en que esto puede no ser significativo en cantidad de individuos, 
pero sí en volumen, porque si una persona vive en Montevideo, pero tiene su empresa de camiones en un 
departamento distinto, si bien es una persona, el volumen de lo que paga por patente es muy alto; sobran 
ejemplos en ese sentido. 


Sigo mordisqueando de costado la idea que estamos manejando. Hasta que no nos organicemos, podemos 
tomarnos esta licencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo estaba tratando de poner arriba de la mesa los aspectos discutibles de la 
materia objeto de los proyectos de ley; no estaba tratando de establecer mi posición. Aclaro, por las 
dudas, que mi posición es la misma que tiene el señor Diputado Botana y es la de mi sector político. Yo 
no estoy de acuerdo con que una ley regule la materia que estamos tratando, pero me parecía 
pertinente contribuir conceptualmente con la discusión. 


Cuando hace años hice un amague de ejercicio profesional en la abogacía, mi materia era Derecho Tributario. 
Tuve el gusto de compartir un curso con el doctor Faget. Tengo clarísima la distinción entre impuesto, tasa y 
contribución, que es la otra categoría de tributos, además de los precios. Yo dije otra cosa; lo aclaro porque el 
señor Diputado Lacalle Pou hizo una precisión en ese sentido. Lo que yo digo es que la potestad tributaria 
departamental está relacionada con aspectos sustantivos de la materia municipal, no que deban tener una 
relación directa porque, entonces sí, como bien dijo, se trata de otro concepto: contribución especial o tasa. 
Yo digo que siendo la materia municipal o departamental restringida y limitada a lo que la Constitución 
establece expresamente y el resto es nacional además de que eso, por suerte para la libertad de los individuos, 
también está limitado, incluso por principios generales de derecho: no se puede establecer cualquier 
impuesto, hay impuestos que son confiscatorios, hay otros principios que juegan en todo esto. La materia 
departamental está limitada a ciertos asuntos, que vienen definidos incluso por la potestad tributaria, a pesar 
de lo cual los Gobiernos Departamentales realizan otras actividades. Entonces, lo que yo digo es que el 
criterio del domicilio aunque pueda haber varios puede ser discutible, no para negar que alguien pueda 
empadronar donde tiene domicilio pudiendo tener varios, sino para abrir otra posibilidad vinculada con el 
lugar donde circule el vehículo, con la dificultad práctica que bien marcó el señor Diputado Lacalle Pou de su 
casi imposible control. 


Yo estaba tratando de poner arriba de la mesa los temas que pueden ser objeto de discusión. Acá tenemos una 
discusión acerca de la constitucionalidad de regular este tema; una segunda discusión acerca de la 
conveniencia de hacerlo, en caso de que entendamos que es constitucional, y yo adelanté mi posición en ese 
sentido salvo que avancemos y veamos por el lado del contenido de las leyes respectivas y podamos cambiar 
de opinión en tanto no se viole la materia departamental, y una tercera sobre cómo regularlo. 


En ese sentido, tenemos en la mesa dos proyectos de ley. En mis manifestaciones previas yo no entré a 
ninguno de ellos en particular, aunque creo que tienen ese 99,9% de coincidencia a que se refería el señor 
Diputado Lacalle Pou en cuanto a la materia y los criterios que se establecen para el empadronamiento, pero 
con una diferencia conceptual, y eso no es casualidad, diría que es casi filosófica. 


El proyecto del señor Diputado Lacalle Pou busca garantizar la libertad del contribuyente en el marco del 
tributo a que estamos haciendo referencia, y en ese sentido tenemos una coincidencia filosófica, más allá de 
que yo pueda opinar en contra de su regulación. El proyecto de los legisladores del Gobierno de alguna 
manera trata, precisamente, de restringir esa libertad, con un buen fundamento: los abusos que se dan en este 
tipo de regulación. Son dos visiones distintas. Son realmente sustantivas las diferencias entre ambos 
proyectos, lo que está más claro por el tamaño de los mismos. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Yo me quiero referir al domicilio como posible hecho generador a los 
efectos del tributo. Cuando hablamos de domicilio debemos tener clara la posibilidad de precisar 
exactamente qué es, porque hoy ningún Municipio de este país empadrona un vehículo si no se le da un 
domicilio. En casi todos los decretos departamentales sobre empadronamiento se establece que el 
domicilio debe ser en el departamento. Esa exigencia ya existe y estamos ante un hecho de la realidad. 


Comparto lo que decía el señor Diputado Orrico en cuanto a que debemos estudiar y profundizar el tema del 
domicilio, porque no es sencillo definirlo. Si lo dejamos en términos genéricos, seguirá pasando lo que hasta 
ahora. Se habló del domicilio laboral; en el caso de las empresas, se puede definir fácilmente a través del 
RUC. Por ejemplo, los camiones no podrán están empadronados por todo el país si tenemos el criterio de que 
el domicilio va a ser el que declaró la empresa para inscribirse en la DGI. 


Si estamos de acuerdo y podemos llegar a un consenso, necesariamente tendremos que hacer varias 
precisiones a nivel legislativo, porque si no, esto va a ser letra muerta y no se va a aplicar. 


SEÑOR ASTI.- Por mi profesión, también me ha tocado pasar por algún curso de Derecho Tributario. 


Por mi actuación como Director de Recursos Financieros de la Intendencia Municipal de Montevideo, creo 
que este tributo, que presenta todas las características de un impuesto, tiene una adicional que no se 
corresponde con el carácter de impuesto y con las atribuciones de la Administración en este sentido. Me 
refiero a la circulación. Puedo tener, por ejemplo, un automóvil BMW o un Mercedes Benz del más alto valor 
en el garage de mi casa, y por eso no tengo que pagar ningún tributo de patente de rodados, porque hay un 
concepto vinculado a la circulación. No es necesario empadronar un vehículo que no circula. 


En este caso, coincidiendo con la definición de impuesto, tengamos en cuenta que este tributo tiene 
características especiales que, como se aplica sobre el valor, etcétera, tiene una condición: que circule. Si no 
circula, puede ser una propiedad; inclusive, si circula adentro de un establecimiento agropecuario, o de una 
obra en construcción, tampoco paga impuesto. Concretamente, si no utiliza la vía pública, no tiene por qué 
estar empadronado. 


Digo esto como referencia, aunque no creo que este punto sea motivo de discusión. 

Para la próxima sesión, me gustaría incorporar como material de estudio de este tema, las Resoluciones 
dictadas el 1 de enero de 2005 y el 31 de enero de 2008, por el Congreso de Intendentes, puesto que refieren 
precisamente a este tema. 


(Diálogos) 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: sencillamente quería dejar establecido un concepto que tengo. Y 
es el de que las Intendencias y los departamentos no pertenecen a sus administradores de turno, que 


son los Intendentes. 


Me opongo a ese concepto generalizado que existe acerca de la palabra santa de parte del administrador de 
turno porque, a veces, los administradores pueden estar viendo circunstancias y son simplemente eso: 
circunstancias en la vida de los departamentos. La organización administrativa, la historia del departamento, 
etcétera, es previa y posterior a la presencia de determinado Intendente. Entonces, esa autoridad 
departamental no tiene por qué entregar cuestiones que son circunstancialmente de su incumbencia. 


Acá hay varios temas en los cuales tenemos que hacer hincapié y en los cuales vamos a tener que 
profundizar. En cuanto a lo que señalaba el señor Diputado Longo Fonsalías respecto del domicilio, me 
animaría en este momento a tirarle el desafío de aquellas empresas que tienen fijado su Registro Único de 
contribuyente en el departamento de Montevideo cuando toda su actividad pertenece a algún departamento de 
la República, y voy al caso de nuestro departamento: el Frigorífico Pool, que funciona un cien por cien en el 
departamento de Cerro Largo. 


(Interrupción) 


——— El Diputado Orrico se perdió lo que señaló el Diputado Longo Fonsalías que me parece que es un 
aspecto bien interesante a tener en cuenta. 


Después hay otras cosas que tenemos que ver. 


Yo creo que el Diputado Orrico estableció bien las condiciones generales del tema y me pareció muy 
adecuado todo lo que dijo, salvo ese hecho por el cual él separa los montos de las condiciones del impuesto. 
¿Quién dijo que son materia separable? ¿Por qué son materia separable? La Constitución, cuando quiere 
separar, lo hace en los propios numerales del artículo 297. Creo que es tema que deberíamos revisar. Me 
parece que es un lindo desafío. Vamos a traer acá al Congreso de Intendentes. Me gustaría también que 
trajéramos la palabra de algunos juristas especializados en el Derecho Municipal, como el doctor Daniel 
Hugo Martins, o el doctor Pérez Piera, o el doctor Julio Gutiérrez. Me gustaría escuchar esas opiniones 
porque pueden ser de gran contribución al trabajo de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la hora 14 comienza la sesión de la Cámara. 


Se levanta la reunión. 


ACTA DE RESOLUCIÓN DE LA 9* SESIÓN ORDINARIA DEL CONGRESO DE 
INTENDENTES CELEBRADA EL 1” DE DICIEMBRE DE 2005 EN MONTEVIDEO 


REF 1) Asuntos previos 


RESOLUCIÓN N 1 - Se resuelve que el Sr. intendente de Paysandú, Don Julio Pintos acompañe al Sr. 
Presidente del Congreso Prof. Carmelo Vidalin en el Congreso "Marco Multinacional y Cooperación 
Descentralizada para las Metas del Milenio" a celebrarse del 7 al 9 de diciembre en La Habana, Cuba. 


RESOLUCIÓN N' 2 - Se resuelve incluir como único punto del día de la próxima sesión plenaria del 
Congreso de Intendentes una propuesta del Sr. Intendente de Lavalleja, Esc. Herman Vergara. 


RESOLUCIÓN N' 3 - Se designa al Sr. Marcelo Fonticiella, delegado ante el Consejo Nacional de Turismo 
como miembro titular a la Mesa Permanente de CONATUR. 


RESOLUCIÓN N 4 - Se resuelve mantener una reunión con el Sr. Ministro del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, Don Víctor Rossi para tratar el tema de compra de Maquinaria Vial y Deuda con el BROU 
por maquinaria. 


REF Il) Patente de Rodados - Se resuelve aprobar con modificaciones el documento propuesto por la 
Comisión Técnica, el que expresado en el siguiente texto: 


Montevideo, 1” de diciembre de 2005 


LA COMISION TÉCNICA reunida en el día de la fecha en Montevideo en relación al Tema Patentes de 
Rodados remite al Congreso de Intendentes el siguiente proyecto de Acuerdo: 


1.- PRINCIPIOS 


A.- Mantener la uniformidad de los valores de la Patente de Rodados a nivel nacional entre las distintas 
intendencias. 


B.- Mantener los niveles de ingresos en valores reales del período 2000 2005. 

2.- DOMICILIO 

Las Personas Físicas y Jurídicas deberán empadronar los vehículos en el departamento en que desarrolle su 
actividad laboral, de acuerdo a lo que arrojen los registros de actividad laboral o profesional o pasividad 
servida, de los organismos de Seguridad Social públicos o Para-estatales, o actividad comercial de acuerdo a 
los registros de la Dirección General Impositiva, o el de su domicilio de acuerdo a lo establecido en el Código 
Civil. 

En caso de Leasing será el del usuario. 


3.- COMISIÓN DE VIGILANCIA 


Créase una Comisión de Vigilancia que estará conformada por un representante técnico de cada una de las 
Intendencias 


Deberá reunirse al menos una vez al mes y tendrá como cometidos los siguientes: 


1.- Controlar la documentación exigida para los empadronamientos y reempadronamientos debiendo 
considerarse entre ellos: 


- Documento Unico Aduanero. 


- Para la certificación del domicilio del obligado fiscal, los registros de las entidades públicas y para- 
estatales de la Seguridad Social, de la Dirección General Impositiva, 


- del Registro de Comercio, documentos emanados de Servicios Públicos, Seguros de Salud o 
Mutualistas y Credencial Cívica. 


- Verificar los códigos de revalor y categorías por las que se determinan los montos imponibles del 
tributo para los vehículos del período 2003 en adelante. 


- Deberá además proceder a compensar los distintos saldos surgidos de las compulsas realizadas por 
esta Comisión. 


- Controlar la correcta aplicación de los dos tipos de bonificaciones acordadas. 


- Supervisar las correcciones en las bases de cálculos que deban realizarse a consecuencia del presente 
acuerdo. 


2.- Informar al Congreso de Intendentes sobre los desvíos constatados y verificar las correcciones realizadas. 


3.- Asesorar al Congreso de Intendentes sobre los distintos precios, costos y tasas vinculadas a la temática de 
patente de rodados 


4.- Para el año 2006 se procederá de la siguiente manera: 


A.- Los vehículos empadronados durante los años 2003-2005 deberán unificarse y corregirse los códigos de 
revalorización por parte de cada una de las Intendencias. 


B.- Para los vehículos cero kilómetro incorporados a partir del año 2006 el valor de aforo y patente será único 
y deberá surgir de la Comisión Intermunicipal de Aforos, la que deberá tomar como referencia los montos de 
2005 logrando valores de armonización de acuerdo a las diferentes posiciones sostenidas. 

C.- De acuerdo a la información presentada en el Congreso, los Municipios que tengan un valor imponible 
menor a la media (tabla circulada), ajustan en promedio por IPC o más. Los que se encuentren por encima, 
ajustan en promedio por debajo del IPC. 

5.- GRUPOS 

Para alcanzar los objetivos anteriores se clasifican los vehículos en los siguientes grupos: 

Grupo A.- Autos y camionetas de acuerdo a certificado DUA; 

Grupo B.- Camiones de acuerdo a certificado DUA; 

Grupo C.- Motos, motonetas, ciclomotores y similares; 

Grupo D.- Ambulancias, Remises, Vehículos escolares, Vehículos de Alquiler sin chofer y similares; 

Grupo E.- Otros vehículos no considerados en los anteriores (Incluye Taxis). 


6.- RÉGIMEN UNICO DE BONIFICACIONES. Se reconoce el siguiente sistema de bonificaciones: 


A.- Se podrá conceder una única bonificación por pago contado y/o buen pagador que será fijada en hasta un 
20% (veinte por ciento). 


La bonificación "Contado" solo podrá aplicarse dentro del plazo establecido para abonar la primera cuota. 

B.- Se podrá adicionar una bonificación de hasta un 32% (treinta y dos por ciento) a los vehículos del grupo 
B, por todo concepto, siempre que acrediten fehacientemente su afectación al giro empresarial con certificado 
del BPS. 

7.- CUOTAS 


Las patentes de Rodados se podrán cobrar hasta en 6 (seis) cuotas, la última de las cuales no podrá exceder el 
ejercicio correspondiente 


8.- NORMATIVA ÚNICA 
Remitir a las Juntas Departamentales la siguiente norma unificativa en la materia 


"Para fijar la base de cálculo que permita determinar la cuantía de la Patente de Rodados a partir del 01 de 
enero de 2006, la Intendencia adoptará los criterios referidos a la Tabla de valores de aforos, alícuotas, 
valores de patentes, grupos de vehículos, categorías y bonificaciones, que elabore y apruebe la Comisión 
Intermunicipal de Aforos y que sean avalados por el Congreso de Intendentes". 


HUMBERTO CASTRO 
Prosecretario 


ACTA DE RESOLUCIONES DE LA 51” SESIÓN ORDINARIA DEL CONGRESO DE 
INTENDENTES CELEBRADA EL 31 DE ENERO DE 2008 


REF. 1) Tratamiento del Orden del Día 


RESOLUCIÓN NO. 1.- Se aplazan el tratamiento de los puntos 1; II IV y VII para el próximo Plenario a 
celebrarse el 14 de febrero de 2008. 


REF. II) Patente de Rodados 


RESOLUCIÓN N 2. 


I) Se ratifica el acuerdo de 6 de diciembre de 2007 para el cobro unificado de Patente de Rodados a 
vehículos cero quilómetro empadronados a partir del año 2008. 


ID) Desde el 1” de febrero de 2008 las Intendencias de Colonia y Flores aplicarán dicho acuerdo. Para 
otorgar bonificaciones en el pago del tributo superiores a la establecida en el mismo (20%) deberá 
incorporarse a concepto de "contribuyente" 'de Patente de Rodados las pautas que definen el lugar en 
que tienen que ser empadronados los vehículos automotores establecidas en el punto" 2 
DOMICILIO" de la Resolución del Congreso de Intendentes de 1* de diciembre de 2005. 


III) Facúltase a las Intendencias que para la determinación de la Patente-año 2008 de los vehículos 
modelo 2007 y anteriores, no empadronados en el año 2008, apliquen la Tabla de Aforos vigente 
ajustada por hasta la variación del IPC operada entre noviembre 2006 y noviembre 2007. 


IV) Créase una Comisión integrada por 5 Intendentes con los siguientes cometidos: 


1) Vigilar el cumplimiento de las normas aprobadas por el Congreso de Intendentes en materia de 
Patente de Rodados. 


2) Definir y actualizar, en su caso la documentación exigible para que los empadronamientos y 
reempadronamientos se realicen observando lo acordado por el Congreso de Intendentes en la 
materia. 


3) Estudiar la viabilidad de unificar la Patente de Rodados por vía legal. 


4) A efectos de cumplir sus cometidos se otorgan a la Comisión las más amplias facultades, 
incluyendo la de contratar personal técnico o idóneo. 


REF. II) Partida adicional para caminería forestal. 


RESOLUCIÓN N' 3.- Se faculta al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, Víctor Rossi a distribuir 
una partida adicional de U$S 6.000.000 para caminería de prioridad forestal en base a los criterios propuestos 
por dicha Secretaría de Estado.- Se comunicará a cada Intendencia a la brevedad los montos que 
correspondan asignar por Departamento. 


DR. CARLOS A. PEÑA 
SECRETARIO GENERAL 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


